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Señor: 

JUEZ MUNICIPAL  DE IPIALES ® 

E.         S.         D. 

 

 

Ref.  ACCION DE TUTELA 

         ACCIONANTE: RODRIGO EDMUNDO MORILLO 

         ENTIDAD ACCIONADA: INSTITUTO  DEPARTAMENTAL  DE SALUD   

         NARIÑO 

  

 

ARMANDO BENAVIDES CARDENAS, mayor de edad y vecino de Pasto, identificad con 

la C. C. No.  12.982.402 de Pasto, abogado en ejercicio, portador de la T. P. No. 55.421 del 

Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de apoderado judicial del señor RODRIGO 

EDMUNDO MORILLO, con C. C. No. 13061809,    en ejercicio del derecho consagrado en 

la preceptiva 86  Constitucional, respetuosamente acudo ante   Usted,  con el fin de instaurar 

ACCIÓN DE TUTELA TRANSITORIA PARA EVITAR UN PERJUICIO 

IRREMEDIABLE en contra del  INSTITUTO DEPARTAMENTAL  DE SALUD DE  

NARIÑO, representado por  LA Dra. ANA BELEN ARTEAGA,  en su condición de  

Directora y Representante Legal,  para que una vez surtido el trámite previsto en los Decretos: 

2591 de 1991, 306 de 1992, 1382 de 2000 y Decreto 333 de 2021,  por la vulneración de sus 

derechos  fundamentales a la dignidad humana,   al trabajo – estabilidad laboral reforzada y 

acceder al desempeño de funciones y  cargos públicos, seguridad social en pensiones,  entre 

otros derechos, con ocasión de la expedición  del acto administrativo  mediante el cual se 

declara a mi poderdante  insubsistente del cargo de   Auxiliar Área  de la Salud, Código 412, 

Grado 01 ubicado en el Municipio de Potosí del Instituto Departamental de Salud de Nariño, 

con ocasión del nombramiento  del señor LUIS ADRIANO SOSAPANTA BOTINA, por 

haber ocupado el puesto 42 en la  lista de elegibles del proceso de selección No. 1522  a  1526 

del 2020- Territorial Nariño. 

     

La presente acción se sustenta en los siguientes términos: 

  

I. IDENTIFICACION Y REPRESENTACION DE LAS PARTES. 

 

1. PARTE DEMANDANTE: RODRIGO EDMUNDO MORILLO, mayor de edad, vecino 

de  Ipiales,   identificado  con C. C. No. 13061809.       

2.  PARTE DEMANDADA:  INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD DE 

ANRIÑO, representado por la Dra. ANA BELEN ARTEAGA en su condición  de Directora 

y Representante Legal del IDSN o  por la persona  quien haga sus veces . 

 

II. FUNDAMENTOS DE HECHO Y DE DERECHO.      

 

De acuerdo con las precisas instrucciones que he recibido de mi poderdante, los hechos que 

sustentan la acción constitucional  son los siguientes: 

  



1. El señor RODRIGO  EDMUNDO MORILLO,    prestó sus servicios al IDSN entre los 

años  1983 a 1998 y desde el 2013 hasta diciembre de 2023, en el cargo de Técnico de 

Saneamiento. 

 

2.  Durante el tiempo que trabajó al servicio   de la administración pública y en el  IDSN por 

más de 25 años aproximadamente, ejerció sus funciones con idoneidad, eficiencia, eficacia, 

profesionalismo, dedicación, cumplimiento y responsabilidad, sin ningún tipo de 

antecedentes de carácter penal, contravencional o disciplinario.    

 

3. El Director del IDSN expidió la Resolución No.  4761  de 18 de diciembre de 2023, 

mediante la cual se declara a mi poderdante  insubsistente del cargo de   Auxiliar Área  de la 

Salud, Código 412, Grado 01 ubicado en el Municipio de Potosí del Instituto Departamental 

de Salud de Nariño, quien  venía ocupando dicho cargo en provisionalidad, con ocasión del 

nombramiento  del señor LUIS ADRIANO SOSAPANTA BOTINA, por haber ocupado el 

puesto 42 en la  lista de elegibles del proceso de selección No. 1522  a  1526 del 2020- 

Territorial Nariño. 

     

4.  El señor RODRIGO MORILLO CERON  nació el 20 de septiembre de 1958  y a la fecha 

cuenta con 65 años de edad, está afiliado al Sistema de Seguridad Social en Pensiones a  

Colpensiones  y según la entidad tiene 769.71   semanas cotizadas de las 1300 semanas  para 

obtener la pensión,   por lo que debe continuar cotizando hasta alcanzar las semanas que los 

Fondos  Públicos  como  Colpensiones exigen para obtener el status pensional; lo anterior 

significa que mi poderdante es sujeto de especial protección constitucional por ser 

prepensionado, por lo tanto goza de estabilidad pues el único requisito faltante para acceder 

a la pensión es el del tiempo de servicios, es decir menos de tres años para obtener la pensión. 

Tal como lo reconoce la Corte Constitucional “acreditan la condición de 

“prepensionables” las personas vinculadas laboralmente al sector público o privado, 

que están próximas (dentro de los 3 años siguientes) a acreditar los dos requisitos 

necesarios para obtener la pensión de vejez (la edad y el número de semanas -o tiempo 

de servicio- requerido en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida o el 

capital necesario en el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad) y consolidar así 

su derecho a la pensión”.(SU-03 de 2018) 

5.  Si bien es cierto, mi poderdante  venía ocupando un cargo en provisionalidad y se lo 

declaró  insubsistente    por el nombramiento realizado al señor LUIS ADRIANO 

SOSAPANTA BOTINA, por haber ocupado el puesto 42 en la  lista de elegibles del proceso 

de selección No. 1522  a  1526 del 2020- Territorial Nariño, también es verdad que no se 

tuvo en cuenta que  hace  parte del grupo de trabajadores que merecen protección 

especial,  con una  expectativa legítima y previsible  de adquisición del derecho pensional  y  

que goza de especial protección  constitucional y legal.  

 

6. Mi  poderdante    mediante derecho de petición informó a la entidad accionada sobre su 

situación de prepensionable y padre cabeza de familia  para que se lo mantenga en el cargo 

o se lo reubique en otro hasta  adquirir la pensión de vejez, sin embargo, la entidad accionada 

guardó silencio, pese a existir otras vacantes definitivas que están siendo ocupadas por 

personas nombradas en provisionalidad y por lo tanto estaba en el deber de establecer 



criterios o parámetros para no  retirar del servicio a quienes tienen especial protección 

constitucional como mi poderdante. 

 

7.  El IDSN al momento de expedir el  acto de insubsistencia debió tener en cuenta la 

condición de prepensionado que tiene mi poderdante, pues “el reconocimiento de 

la estabilidad laboral reforzada de los “prepensionados” no es un asunto que dependa 

de un mandato legislativo particular y concreto, sino que tiene raigambre 

constitucional, es decir, “opera para la satisfacción de los derechos fundamentales de 

estos grupos poblacionales, que se verían gravemente interferidos por el retiro del 

empleo público”; así las cosas, sostuvo que la mencionada estabilidad no solo es 

aplicable en los casos que el retiro del cargo se sustenta en su supresión ante la 

liquidación de la entidad, o en el marco de los procesos de restructuración de la 

Administración Pública (retén social), siendo estos casos, apenas una especie de 

mecanismo, dentro de los múltiples que pueden considerarse para garantizar los 

derechos fundamentales involucrados por la permanencia en el empleo público de los 

servidores próximos a pensionarse. 

Es por lo anterior que la estabilidad laboral de los prepensionados se convierte en un 

imperativo constitucional en cada uno de los escenarios en que se materialice alguna de 

las causales que lleven al retiro del servicio, evento en el cual, será necesario efectuar 

un ejercicio de ponderación entre los derechos al mínimo vital e igualdad de los pre 

pensionados y la satisfacción del interés general del buen servicio público, con el fin de 

no afectar el núcleo esencial de cada uno de los extremos en cuestión…”  (Sentencia T-

795 de 2009) 

8. La conducta     de la entidad accionada de no tener en cuenta la condición de prepensionado 

y padre cabeza de familia, pues tiene bajo su cuidado y responsabilidad a sus dos hijos 

quienes cursan estudios de pregrado y a su esposa, viola   los derechos fundamentales  de los 

cuales es titular mi poderdante, porque  tal como lo advierte la Corte Constitucional 

“PREPENSIONADOS QUE OCUPAN CARGOS DE CARRERA EN 

PROVISIONALIDAD EN EL MARCO DE UN CONCURSO DE MERITOS-

Mecanismos de protección. (…) la estabilidad laboral reforzada del prepensionado genera la 

obligación de trato preferencial que debe cumplir la entidad nominadora “en la medida de las 

posibilidades”. Esa obligación se concreta en: (i) tomar medidas para que esos servidores 

sean los últimos en ser desvinculados de sus cargos; y, (ii) si existen cargos en vacancia 

definitiva similares o equivalentes a los que venían ocupando, nombrarlos en esos cargos 

mientras se proveen a través del concurso de méritos y hasta que logren cumplir los requisitos 

para obtener su pensión de vejez… 

 La estabilidad laboral reforzada de los prepensionados. 

  

86.            De acuerdo con la sentencia SU-003 de 2018, son prepensionados las personas 

vinculadas laboralmente al sector público o privado, que están próximas (dentro de los 

siguientes tres años) a cumplir el número de semanas -o tiempo de servicio- requeridos en el 

Régimen de Prima Media con Prestación Definida o el capital necesario en el Régimen de 

Ahorro Individual con Solidaridad. En esa decisión, la Corte unificó su jurisprudencia para 

determinar que los funcionarios de libre nombramiento y remoción no gozan de estabilidad 



laboral reforzada, y que no tiene la calidad de prepensionado el funcionario al que solamente 

le falta cumplir el requisito de la edad para obtener la pensión. 

  

87.            La calidad de prepensionado protege la expectativa de obtener la pensión de vejez 

ante la pérdida intempestiva de su empleo. Por lo anterior, la estabilidad laboral reforzada a 

favor del prepensionado ampara la estabilidad en el cargo y la continuidad en la cotización 

efectiva al sistema general de seguridad social en pensiones para consolidar así los requisitos 

que le faltan para obtener la pensión de vejez, que deben corresponder a la cotización 

equivalente a tres años o menos (es decir a 154,44 semanas de cotización o menos, para el 

Régimen de Primera Media con Prestación Definida). 

  

88.            Ahora bien, esa garantía de estabilidad laboral reforzada a favor del prepensionado 

no otorga un fuero absoluto de protección que le impida a la entidad nominadora la 

desvinculación del servicio público, por razones objetivas tales como el desarrollo de un 

concurso de méritos. Al respecto, la Corte sostuvo en la sentencia SU-446 de 2011: “(…) En 

consecuencia, la terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza 

respectiva debe ser provista con una persona que ganó el concurso, no desconoce los 

derechos de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se 

le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente al mejor 

derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de méritos” (énfasis 

añadido) 

  

89.            No obstante, la estabilidad laboral reforzada del prepensionado genera la 

obligación de trato preferencial que debe cumplir la entidad nominadora “en la medida de las 

posibilidades”. Esa obligación se concreta en: (i) tomar medidas para que esos servidores 

sean los últimos en ser desvinculados de sus cargos; y, (ii) si existen cargos en vacancia 

definitiva similares o equivalentes a los que venían ocupando, nombrarlos en esos cargos 

mientras se proveen a través del concurso de méritos y hasta que logren cumplir los requisitos 

para obtener su pensión de vejez. Al respecto, la Corte en la sentencia T-464 de 2019 sostuvo: 

“No obstante, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que dentro de las personas que 

ocupan un cargo de carrera en provisionalidad, pueden encontrarse sujetos de especial 

protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia, quienes estén 

próximos a pensionarse, las personas que se encuentran en situación de discapacidad o en 

debilidad manifiesta por causa de una enfermedad. En estos casos, la Corte ha afirmado 

que antes de proceder al nombramiento de quienes superaron el concurso de méritos, 

los funcionarios que se encuentren en provisionalidad deberán ser los últimos en 

removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben vincularse 

nuevamente de manera provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o 

equivalencia de los que se venían ocupando.” (T- 253 de 2023) 

 

9. Como se puede observar en los hechos anteriormente reseñados, existen acciones y 

omisiones reprobables del funcionario o autoridad  accionada, que contribuyen en mayor 

medida a poner en peligro los  derechos constitucionales fundamentales  y concretamente los 

derechos a  la  dignidad humana,   al trabajo – estabilidad laboral, acceder al desempeño de 

funciones y cargos públicos y la seguridad social en pensiones y demás derechos 

fundamentales  desconocidos, pues su desvinculación desconoció la garantía a la estabilidad 

laboral reforzada en su calidad de prepensionado y padre cabeza de familia, ocasionando 



perjuicios irremediables que afectaron el mínimo vital de él y  de los integrantes de su núcleo 

familiar, por lo que el IDSN debió  dar aplicación a lo dispuesto por la Corte Constitucional 

en Sentencia  en la sentencia arriba citada,  tal como se pasa a  demostrar a continuación: 

 

 

III. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS. 

 

1. DERECHO A LA DIGNIDAD HUMANA. (ART. 1 CP.) 

 

El principio constitucional del respeto por la dignidad humana es el primer fundamento  del 

Estado Social y Democrático de Derecho en la Norma Superior Colombiana.  El preámbulo 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobado y proclamado por la 

Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, reconoció que: “La 

libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad 

intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 

humana”.    

 

La Corte Constitucional nos enseña que la dignidad humana es un principio fundamental del 

Estado Social de Derecho, las situaciones lesivas de la  dignidad de la persona repugnan al 

orden constitucional por ser contrarios a la idea de justicia que le inspira sin exclusión alguna,  

toda vulneración o  amenaza de un derecho humano afecta la dignidad; en materia  de 

concursos públicos la exclusión y discriminación que comprometen de manera grave el valor 

esencial e íntimo del ser humano, pues desconocen  violentamente su existencia, teniendo en 

cuenta que la dignidad personal constituye  la raíz de los derechos de la persona.    

 

De otra parte, la Corte Constitucional en Sentencia  T – 499 de agosto 21 de 1992, Magistrado 

Ponente: EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, sobre el principio fundamental de la dignidad 

humana, informa lo siguiente: “El respeto de la dignidad humana debe inspirar todas las 

actuaciones del Estado. Los funcionarios públicos  están en la obligación de tratar a 

toda  persona sin distinción alguna, de conformidad con  su valor intrínseco (C.N. arts. 

1,5 y 13). La integridad del ser humano constituye razón de ser, principio y fin último 

de la organización estatal”.    

 

En el caso bajo estudio se viola la dignidad humana cuando se declara insubsistente a una 

persona  de especial protección constitucional  por ser prepensionable y padre cabeza de 

familia , como es el caso es el caso del señor  RODRIGO MORILLO CERON,     pues dadas 

las condiciones especiales de vulnerabilidad  en que se encuentra,  debió reconocérsele su 

condición  de pre jubilado y por ende garantizarle el derecho al cargo y la estabilidad laboral 

hasta tanto se le reconozca  el estatus de jubilado. 

 

2. DERECHO AL TRABAJO (ART. 25).  

“El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus  modalidades, de 

la especial protección del Estado.  Toda persona tiene derecho a un trabajo en 

condiciones dignas y justas”. 

 

Sobre el derecho fundamental al trabajo, la Corte Constitucional en varias jurisprudencias ha 

reconocido que el derecho al trabajo es un derecho fundamental.  En efecto, en Sentencia T-



457 del 14 de julio de 1992, Magistrado Ponente: Dr. CIRO ANGARITA BARON, sentó el 

precedente acerca del “DERECHO FUNDAMENTAL AL TRABAJO, en los siguientes 

términos: “El trabajo es un derecho fundamental que goza de especial protección del 

Estado y, además es uno de los bienes que para todos pretende conseguir la organización 

social, según el preámbulo, y uno de los valores fundamentales de la República, 

conforme al artículo 1º ibídem...”.. 

 

Al respecto la Corte Condicional ha sostenido también que : “El articulo 25 de la Constitución 

reconoce la doble naturaleza del trabajo como derecho fundamental y como obligación social, 

y le otorga una especial protección en todas sus modalidades. De otra parte, el constituyente 

estableció un mandato al legislador de expedir el estatuto del trabajo y señaló los principios 

fundamentales mínimos que deberá contener, entre ellos la estabilidad en el empleo (CP art. 

53). 

 

El anterior marco formativo impone la necesidad de examinar cuidadosamente –escrito 

escrutinio- las circunstancias concretas en que se da la declamatoria de insubsistencia, ya que 

sus efectos pueden vulnerar el derecho fundamental al trabajo y, en particular, la especial 

protección de la estabilidad laboral del funcionario sobre el cual recae la medida. 

 

Por tener la declamatoria de insubsistencia la virtualidad de afectar, sin necesidad de 

motivación alguna, el derecho fundamental al trabajo, el juez constitucional debe ser 

especialmente sensible frente a las circunstancias concretas del caso. Aunque la decisión 

administrativa goce de la presunción de legalidad, el juzgador debe hacer un examen 

minucioso de los hechos determinantes de la misma, con miras a comprobar las verdaderas 

motivaciones del acto, y evitar así un tratamiento discriminatorio en contra de los 

funcionarios de libre nombramiento.” (Sentencia T - 427 de 1992 M. P. Dr. Eduardo 

Cifuentes Muñoz). 

 

En el caso bajo estudio,  se vulnera el derecho al trabajo de   mi representado cuando   el 

IDSN termina el nombramiento en provisionalidad  sin tener en cuenta su condición de 

especial protección constitucional: prepensionable por faltarle menos de tres años para 

obtener la pensión y padre cabeza de familia, pues  sus dos   hijos   DIEGO MAURICIO y 

EDGAR DANILO MORILLO GORDILLO dependen económicamente de mi poderdante, 

pues son estudiantes de la Universidad Mariana de Pasto.   Pues si bien es cierto,  la 

terminación de su vinculación obedeció al nombramiento en periodo de prueba   del señor  

LUIS ADRIANO SOSAPANTA por haber superado el concurso de méritos, también es 

verdad que en la planta de personal del IDSN existen cargos de carrera administrativa en 

vacancia definitiva desempeñados por funcionarios en provisionalidad, en los cuales mi 

poderdante puede ser nombrado hasta obtener el estatutos de pensionado.  

 

3. DERECHO FUNDAMENTAL  A LA SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES. 

(ART. 49 C.P) 

 

En este aparte es importante  concentrar nuestra atención en el estudio del derecho a la 

seguridad  social y concretamente  determinar  si el derecho a la seguridad social es 

considerado por la jurisprudencia  de la Corte Constitucional, como derecho fundamental. 



DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL (ART. 48). “La seguridad social es un servicio 

público  de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control 

del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los 

términos que establezca la ley.  Se garantiza a todos los habitantes el derecho 

irrenunciable a la Seguridad Social...” 

En tal orden de ideas,  la Corte Constitucional  en reiteradas jurisprudencias  ha reiterado  la 

importancia que ostenta la seguridad social frente al derecho de vida digna de las personas  y 

en consecuencia,  su particular conexidad para con otros derechos fundamentales.  En torno 

a la seguridad social en pensiones como derecho fundamental informa lo siguiente: “El 

derecho a la seguridad social en pensiones es un derecho subjetivo.   Reclamable  ante 

los funcionarios administrativos; y también ante los funcionarios judiciales porque la 

justicia es una función pública y los ciudadanos tienen acceso a ella.  El derecho se 

adquiere no solo con base en la actual normatividad de la Ley 100 de 1993, sino también 

de acuerdo con los regímenes pensiónales anteriores, siempre que se den algunas 

circunstancias que la ley exija, por permitirlo.  El aspirante a pensionado tiene el 

derecho a que se le resuelva su situación dentro del marco  normativo correspondiente, 

preferenciándose  el derecho sustancial. 

… El aspirante a pensionado tiene derecho a  acciones del ente gestor  y no esta obligado 

a asumir las secuelas del desdén administrativo, ni el desorden que ha ocasionado una 

ostensible vulneración del derecho de petición. No pueden existir disculpas para 

demorar el reconocimiento de la pensión. Las entidades estatales  que tienen la función 

de estudiar, analizar y conceder el derecho a la pensión de jubilación no pueden 

escudarse en los tramites administrativos para retardar al trabajador su goce 

pensional, en perjuicio de sus derechos fundamentales”. (Sentencia T – 631 de 2000).   

Descendiendo al caso que nos ocupa se observa, que nada menos y nada más lo que pretende  

la entidad  accionada  es  desconocerle un derecho fundamental a mi patrocinado y 

concretamente el derecho fundamental a la seguridad social en pensiones y en especial su 

condición de  prepensionado, que se constituyó en derecho adquirido y su desconocimiento 

causaría un enorme perjuicio y agravio a mi mandante, teniendo en cuenta  que  tiene 65 años 

de edad y esta próxima a adquirir su estatus de pensionada por tiempo de servicio. 

En materia pensional de reconocimiento de derechos pensionales la Corte Constitucional ha 

elaborado una sólida jurisprudencia de protección de aquellas expectativas próximas a 

realizarse. La jurisprudencia Constitucional ha establecido una diferencia inequívoca entre 

las meras expectativas y aquellas expectativas legítimas y previsibles de adquisición de un 

derecho, para concluir que mientras las primeras no son objeto de protección constitucional, 

las segundas gozan de un privilegio especial proveniente de la Carta. La  jurisprudencia de 

la Corte Constitucional deja claro que los derechos de los que están próximos a pensionarse 

constituyen un avance en la protección de los derechos adquiridos.  

 

IV. CONSIDERACIONES   FRENTE A LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 

DE TUTELA. 

 

Luego de haber concentrado la atención en señalar los derechos constitucionales 

fundamentales vulnerados o amenazados por la acción y omisión  del Señor Alcalde 



Municipal de Pasto, es necesario en este punto precisar los siguientes conceptos para la 

procedencia de la acción de tutela: 

 

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTOS 

ADMINISTRATIVOS Y CONCRETO –REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA- 

  

Es bien sabido que por regla general  contra los actos administrativos caben los medios de 

control  de simple nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho, según sea el caso y 

adicionalmente procede, en algunos casos,  la petición de la medida cautelar de suspensión 

provisional de los mismos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Sin embargo, 

tanto la jurisprudencia de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado, admiten 

algunos casos la procedencia de la acción de tutela contra actos administrativos,  cuando se 

trate de la defensa de un derecho fundamental vulnerado o amenazado por  la decisión 

impugnada.  

 

La Corte Constitucional en Sentencia SU -039 de 1997, ACCION DE TUTELA Y 

ACCION CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA-Alcance de la 

compatibilidad/ACCION DE TUTELA Y SUSPENSION PROVISIONAL DE 

ACTO ADMINISTRATIVO-Alcance de la compatibilidad 

En relación con la compatibilidad entre la acción de tutela y las acciones contencioso 

administrativas y la suspensión provisional del acto administrativo. Se expone las 

siguientes consideraciones: 1) Procede la tutela como mecanismo definitivo, cuando la 

persona afectada en su derecho fundamental no cuenta con acción contenciosa 

administrativa. También, en el evento de que no sea posible a través de la acción 

contenciosa administrativa, controvertir la violación del derecho fundamental o dicha 

acción se revela insuficientemente idónea o ineficaz para la efectiva protección del 

derecho. 2) Procede la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable, cuando el afectado en su derecho fundamental dispone de acción 

contenciosa pero no procede la suspensión provisional. Hay que entender que la no 

procedencia de la suspensión provisional se refiere a los casos en que se ejercitan acciones 

que no involucran la anulación de actos administrativos (contractuales o de reparación 

directa). Igualmente es viable cuando el interesado dispone de la acción contenciosa 

administrativa y la suspensión provisional es procedente, por las siguientes razones: A 

diferencia de la acción de tutela que persigue la efectiva protección de los derechos 

constitucionales fundamentales amenazados o vulnerados, la suspensión provisional, se 

encuentra estructurada bajo la concepción muy limitada de ser una medida excepcional, 

con base constitucional pero con desarrollo legal, que busca impedir provisionalmente la 

ejecución de actos administrativos que son manifiestamente violatorios del ordenamiento 

jurídico y cuando en algunos casos, además, su ejecución pueda ocasionar perjuicios a 

una persona. Dicha institución fue concebida como mecanismo de protección de derechos 

con rango legal, sin que pueda pensarse de modo absoluto que eventualmente no pueda 

utilizarse como instrumento para el amparo de derechos constitucionales fundamentales; 

pero lo que si se advierte es que dados los términos estrictos en que el legislador 

condicionó su procedencia, no puede considerarse, en principio, como un mecanismo 

efectivo de protección de dichos derechos…” 

 



En el presente caso,  la acción de tutela es procedente para hacer cesar la vulneración de los 

derechos por parte de la entidad accionada, porque efectivamente mi poderdante ostenta la 

calidad de sujeto de especial protección constitucional por su condición de prepensionado. 

2. LA PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA COMO MECANISMO 

TRANSITORIO PARA EVITAR UN PERJUICIO IRREMEDIABLE Y LA 

EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL. 

2.1 En el presente caso,  es procedente la tutela conforme a lo previsto en el artículo 86 de la 

Constitución Política, según el cual,  la acción de tutela solo procede cuanto no existe otro 

medio de defensa judicial, salvo cuando se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

irremediable. 

 

2.2 Según la Corte Constitucional tiene establecido que “Para determinar la irremediabilidad 

del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia concurrente de varios elementos que 

configuran su estructura, como la inminencia, que exige medidas inmediatas, la urgencia que 

tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, 

que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la 

protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los 

elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que 

legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para 

garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran 

amenazados. Con respecto al término “amenaza” es conveniente manifestar que no se trata 

de la simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave 

de manera injustificada. La amenaza requiere un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que 

sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo material o moral… 

 

Al examinar cada uno de los términos que son elementales para la comprensión de la figura  

del perjuicio irremediable, nos encontramos con lo siguiente: 

 

A).El perjuicio ha de ser inminente: “que amenaza o está por suceder prontamente”. 

Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay 

evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes  

y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética. Se puede afirmar 

que, bajo cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura fáctica, 

aunque no necesariamente consumada. Lo inminente, pues, desarrolla la operación natural 

de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser que oportunamente se contenga 

el proceso iniciado. Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el 

proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento 

oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede 

hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo 

una causa perturbadora se desvanece el efecto. Luego siempre hay que mirar la causa que 

está produciendo la inminencia.  

 

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, 

es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su 

pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas 



una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la 

prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada 

en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, 

de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. 

Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud dan señalan la oportunidad de la 

urgencia.  

 

C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran 

intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La 

gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados 

bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación 

oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. 

Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre 

un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por 

cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición 

jurídica, a todas luces inconveniente. 

 

D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que 

tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. Si hay 

postergabilidad de la acción, ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna. Se requiere 

una acción en el momento de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos 

antijurídicos. Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo 

de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y 

restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social”. (Sentencia 

T226/07). 

 

2.3 En el caso que nos ocupa   y considerando que lo que se debate en el presente asunto son 

los derechos fundamentales y en especial a la dignidad humana, el trabajo – estabilidad 

laboral  y seguridad social en pensiones, estamos en presencia  de un  hecho especial   que 

hace que la  acción de tutela  sea  procedente como mecanismo transitorio en virtud de lo 

previsto en el articulo 8 del Decreto 2591 de 1991,  por   la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable, pues la Corte Constitucional  ha    admitido la procedencia de la acción de tutela 

ante situaciones fácticas muy especiales en las cuales se evidencie la existencia de una 

amenaza o vulneración a derechos fundamentales    como ocurre efectivamente en el presente, 

pues someter el caso a una decisión  judicial  a través del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho a través de un proceso ordinario,  por la demora en su trámite. 

 

En el caso bajo estudio, podría pensarse  que existe otro medio de defensa  judicial, sin  

embargo, aún existiendo lo mecanismos de defensa judicial, estos  no son eficaces e 

inmediatos  para proteger los derechos fundamentales, pues somos  conscientes que  frente 

al caso  planteado      cabe la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho,   pero este 

instrumento no es idóneo  para defender los derechos constitucionales fundamentales que se   

violan de manera grave e inminente,  pues dicha   acción     es  un mecanismo a mediano o a 

largo plazo, teniendo en cuenta el problema de congestión que aqueja a esta jurisdicción 

especializada.  Así las cosas, si la tutela  presenta mayor eficacia para la protección del 

derecho fundamental en concreto,  desplaza al otro medio de defensa subsistente, razón por 

la cual procede la tutela.  



 

V. PRETENSIONES. 

 

El objeto de la presente acción de tutela es el siguiente: 

 

1. SE  TUTELEN TRANSITORIAMENTE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES    

del señor  RODRIGO EDMUNDO MORILLO CERON    a la   dignidad humana,   al trabajo 

– estabilidad laboral,   acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, a la seguridad 

social en pensiones   y demás derechos fundamentales  desconocidos   con ocasión de la  

expedición del acto administrativo  mediante el cual se declaró insubsistente del cargo de   

Auxiliar Área  de la Salud, Código 412, Grado 01 ubicado en el Municipio de Potosí del 

Instituto Departamental de Salud de Nariño, es decir; amparar  la garantía a la estabilidad 

laboral reforzada del accionante en su calidad de prepensionado. 

2.  ORDENAR   a la Directora del IDSN para que dentro de las 48 horas siguientes a la 

notificación de la sentencia,  proceda  a nombrar nuevamente o vincular en provisionalidad  

al señor RODRIGO EDMUNDO MORILLO CERON    en el cargo de   Auxiliar Área  de la 

Salud, Código 412, Grado 01 del Instituto Departamental de Salud de Nariño     o en un cargo 

igual o equivalente al que ocupaba. 

VI. MEDIOS DE PRUEBA. 

 

Me permito anexar los siguientes documentos:  

 

1. Poder debidamente conferido. 

 

2.  Cedula de ciudadanía 

 

3. Resolución No.  4761  de 18 de diciembre de 2023, mediante la cual se declara a mi 

poderdante  insubsistente del cargo de   Auxiliar Área  de la Salud, Código 412, Grado 01 

ubicado en el Municipio de Potos del Instituto Departamental de Salud de Nariño. 

 

4. Notificación de nombramiento en periodo de prueba. 

  

5. Oficio del 22 de diciembre de 2023, de  comunicación de insubsistencia, expedido por la 

Asesora  Gestión Talento Humano del IDSN-. 

 

6. Derecho de petición de 28 de diciembre de 2023, suscrito por el señor MORILLO 

CERON, dirigido al IDSN. 

 

7. Derecho de petición CETIL  

 

8. Certificación laboral expedida por el Hospital Clarita Santos de Sandoná. 

 

9. Historia pensional expedida por  Colpensiones 

 



10. Ordenes de matricula de la Universidad Mariana. 

  

 

VII. COMPETENCIA. 

 

Señor Juez es Usted competente  para conocer de este asunto de acuerdo con  el  Decreto 

2591 de 1991, 306 de 1992, 1382 de 2000 y Decreto 333 de 2021.   

 

VIII. JURAMENTO. 

  

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que   no he interpuesto acción de tutela ante otra 

autoridad, por los mismos hechos aquí descritos. 

 

IX. NOTIFICACIONES Y DIRECCIONES. 

  

1. PARTE  ACCIONANTE:   RODRIGO MORILLO CERON:  Tel. 314 7845935, 

residente en la ciudad de Ipiales.  

 

2.  PARTE ACCIONADA: IDSN. notificacionesjudiciales@idsn.gov.co  

 

3.  APODERADO: Dr. ARMANDO BENAVIDES CARDENAS, las recibiré  en mi 

Oficina de Abogado ubicada en la Calle 19 No. 23-73, Piso Segundo, Oficina  208, Edificio 

Banco Popular de Pasto. Tel. 7310946 -  3104233522- correo electrónico 

armandoben007@yahoo.es  

 

 

Del Señor Juez, respetuosamente: 

 

 

 

 

 

ARMANDO BENAVIDES CARDENAS 

C. C .No. 12.982.402 de Pasto. 

T. P. No. 55.421 del C. S. de la 
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